Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Queda abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 13 minutos) 


Dando comienzo a la sesión de la Comisión de Presupuesto integrada con la de Hacienda, 
ingresaríamos al análisis del Inciso 02, Presidencia de la República. Para referirse al tema le cedemos el 
uso de la palabra al señor Secretario de la Presidencia o a quien él designe. 


SEÑOR FERNANDEZ.- Los grupos de artículos que tienen que ver con la Presidencia de la República 
parten del artículo 102. Dicha disposición no implica ninguna modificación presupuestal. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Perdón, doctor Fernández, pero quiero aclarar que el Inciso 02 comienza a 
partir del artículo 55. Para la Comisión, el artículo 102 tiene que ver con el ordenamiento financiero. No sé 
qué versión está manejando la Presidencia. 


SEÑOR FERNANDEZ.- El artículo 55 dice que se autoriza a la Contaduría General de la Nación a 
reasignar un crédito presupuestal por partida de alimentación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No coincidimos; es probable que estemos manejando distintos repartidos. Por lo 
tanto, le vamos a alcanzar la versión del Presupuesto con la cual estamos trabajando para poder coordinar 
el análisis del articulado. 


Aclaro que el artículo 104 también corresponde a Presidencia de la República, pero bajo el título 
“Inciso 02, Presidencia de la República” tenemos los artículos 55 al 60 y también del artículo 104 al 115. 


SEÑOR FERNANDEZ.- Los primeros artículos refieren al origen del gasto y a normas de retribución, pero 
los artículos decisivos van del artículo 102, que ahora sería 114. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, empezaríamos por el artículo 104. 


SEÑOR FERNANDEZ.- Este artículo, como señalaba, es una norma sin costo, que no implica ninguna 
modificación presupuestal, ya que con los rubros que actualmente posee la Unidad, más cualquier otra 
partida que pueda hacérsele llegar -donaciones, etcétera- se faculta a los servicios de apoyo a contratar, 
en forma eventual y zafral, investigaciones y estudios de campo para la Secretaría de la Junta Nacional de 
Drogas. 


El artículo 105 refiere a las partidas para la construcción y, fundamentalmente, para el 
mantenimiento tecnológico y el traslado de la Presidencia de la República al edificio anexo al Edificio 
Independencia. Aquí están incluidos los costos de seguro y, además, el mantenimiento tecnológico de todo 
el equipamiento de ese orden, que fue donado como contrapartida al Estado uruguayo a partir de la última 
Cumbre. 


El artículo 106 crea el cargo de Secretario General de la Secretaría Nacional Antilavado de 
Activos, como un cargo de particular confianza que dependerá de la Junta Nacional de Drogas. Hay 
también una transformación, que es simplemente una redenominación del cargo de Director del Área de 
Comunicación, que pasa a llamarse Asesor en Comunicación Institucional de la Presidencia de la 
República. Se prevé también el reforzamiento de SEPREDI a través de la facultad de contratar dos 
adscriptos a la Dirección, en la medida en que este organismo está cubriendo en este momento todas las 
actividades del Poder Ejecutivo y no sólo de la Presidencia de la República, en todo el país. 


Después tenemos la transformación de un cargo; se llena la Dirección de la División Transporte 
que estaba vacante -porque eso dependía de la Casa Militar- y se designa un encargado del Departamento 
Técnico en Comunicación. 


El artículo 108 trata de que el cometido esencial de escoltas del señor Presidente -que lo cumple 
normalmente el Regimiento de Blandengues- cuando él está en Montevideo, también pueda cumplirlo 
cuando va al interior, lo que tampoco implica costo. Se trata, simplemente, de abatir los costos de traslados 
de los miembros del Cuerpo de Blandengues que está radicado en Montevideo a un departamento del 
interior. 


Con respecto al artículo 109, se faculta a la OPP a realizar contratos de consultorías, a pago de 
honorarios de los consultores -lo que ya está autorizado- y a la contratación de dos asistentes con la 
posibilidad de conectarse con internet y la compra de publicaciones. 


Hay un artículo nuevo que se incluyó en la Cámara de Representantes -todo esto lo podrá 
ampliar en su momento el señor Director de la OPP- que crea el Instituto Uruguayo de Cooperación 
Internacional y que estará a cargo de la OPP, pero en régimen de coordinación con el Ministerio de 
Relaciones Exteriores. 


El artículo 111 establece la creación de cargos de alta especialización en materia de estadística y 
está vinculado al Instituto Nacional de Estadística. 


Luego, están las normas relacionadas a la Agencia para el Gobierno de Gestión Electrónica 
donde, por un lado, se establecen sus cometidos y, por otro, se crea un Consejo Honorario Asesor sin 
costo. Además, se establece la estructura de la Agencia, que la integrarán entre 24 y 25 personas, cuyos 
fondos se financian en lo que era originariamente el artículo 290, que no sé si mantiene exactamente el 
mismo número. Este punto también puede ser ampliado por el Director de la OPP. 


Sumariamente, señora Presidenta, esta sería la descripción objetiva del articulado que concierne 
a la Presidencia de la República. 


SEÑOR RUBIO..- En lo que se refiere a los artículos relativos a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
creo que el Secretario de la Presidencia los ha explicado muy bien. 


El actual artículo 109 no tiene grandes innovaciones, salvo alguna partida de actualización en 
materia de publicaciones técnicas. Asimismo, está la reformulación del Fondo para Convenios con la 
Universidad de la República, aprobado en la Rendición de Cuentas anterior, inciso segundo del artículo109. 
Ahora ampliamos el concepto, porque existe la posibilidad de realizar convenios con otros organismos 
públicos o privados. Queríamos dar mayor amplitud, sobre todo, a los programas de descentralización, así 
como también incluir contratos de consultoría y pago de honorarios porque, a veces, existe la necesidad de 
apelar a expertos para que, a pedido de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, realicen informes 
sobre temas específicos. Por tanto, se podría volcar una parte de esos fondos a esos destinos, aplicando 
los controles pertinentes. 


Por otra parte, se incluye un Fondo de Contratación -de acuerdo con el artículo 29- de $ 3:300.000 
para realizar contratos a término. La Oficina de Planeamiento y Presupuesto tiene secciones enteras que 
se encuentran desmanteladas debido a egresos de funcionarios que se acogieron a distintos sistemas, 
como el de la edad. Como se sabe, este sistema es utilizado en esta Rendición de Cuentas de manera 
acotada en distintos Ministerios y reparticiones; y los contratos a término, de acuerdo con esta propuesta, 
caducan a fin del año 2009. De ese modo, podemos llenar alguna de las funciones donde hay mayores 
vacíos. 


Por su parte, el inciso quinto faculta a la contratación a término -porque finaliza con el período de 
Gobierno- de dos asistentes que tenían los Ministros y que ahora se podrían extender a la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto. Luego estaría la transformación de un cargo de coordinador de alta prioridad 
que era el de Director de Desarrollo Local y que pasaría a ser de Coordinador de los Presupuestos 
Públicos. La razón de esta modificación se debe a que, a nuestro juicio, la tarea de coordinación por área 
es la única manera de desempeñar esta función, dada la diversidad temática y extraordinariamente 
extendida de esta oficina y la posibilidad de considerar en conjunto, con criterios similares, el Presupuesto 
de la Administración Central, de los Organismos del 220 y de los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados e Intendencias. Nos parece que es el mejor camino dado que gran parte de los recursos 
que maneja el Estado uruguayo no están dentro de lo que “tradicionalmente” -lo digo entre comillas- se 
entiende como Presupuesto, sino en otros presupuestos. 


También habría un financiamiento para el Proyecto 733 de Regulación de Servicios Públicos que, 
fundamentalmente, está destinado a la Dirección de Aguas. 


Por el artículo 110, se crea el Instituto Uruguayo de Cooperación Internacional. Al respecto, no nos 
habíamos extendido anteriormente, porque fue una propuesta que trajo esta Oficina a la Comisión de la 
Cámara de Representantes y que fue incorporada en ese ámbito. Aquí la idea es jerarquizar la cooperación 
internacional, la que se mantendría en el ámbito de la Oficina de Planteamiento y Presupuesto en 
coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores y a la que se le daría un poco de identidad. 
Estamos hablando de una demanda no sólo interna dentro del Gobierno en el Uruguay, sino externa. 
Concretamente, se trata de saber con mayor claridad quién es el referente en materia de políticas de 
cooperación y está fundado, a su vez, en los decretos que le asignan a esta Oficina esas funciones. Me 
refiero, principalmente, al Decreto N* 91/97 que le otorga a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto la 
función de definir la política de cooperación internacional, bilateral y multilateral, técnica y económica que 
se gestione y programe con los gobiernos e instituciones extranjeras y organismos internacionales, a los 
efectos de determinar prioridades, así como también al Decreto N* 371/86 que cometía a la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto la coordinación interna de las actividades de cooperación internacional y otros 
marcos normativos. De acuerdo con estos marcos, hay determinadas funciones de selección de proyectos, 
determinación de áreas y sectores prioritarios, análisis de idoneidad técnica, seguimiento y control de la 
ejecución de los proyectos, evaluaciones periódicas y otras cuestiones que, más o menos, son obvias. 


Esto ya se está haciendo internamente en la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
coordinando el Departamento de Cooperación Internacional con la Unidad de Desarrollo Municipal y la 
DIPRODE, pero ahora, a través de la creación del Instituto, se le daría una forma más potente o, por lo 
menos, de mayor fortaleza institucional, sin que ello implique otros costos; es un problema, diría, de 
inserción institucional y de referencia más clara para las contrapartes internacionales, que es con quien se 
habla en materia de cooperación internacional. 


Luego hay algunos artículos que podrían ser desarrollados -como ya lo hizo el Secretario de la 
Presidencia con respecto a algunos aspectos- como el del Instituto Nacional de Estadística o el de la 
Agencia del Gobierno de Gestión Electrónica, pero creo que esto sería para más adelante. 


SEÑOR HEBER.- Señora Presidenta: quiero agradecer la presencia de la delegación que nos visita en 
representación de la Presidencia de la República, Inciso 02. Con respecto a este Inciso me gustaría hacer 
algunas preguntas, que no sé a quién irían dirigidas, quizás al Director de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto. 


Creo percibir que estamos ante una Rendición de Cuentas en la que se busca ahorrar. Es decir: 
creo que el criterio general es generar ahorros que, de alguna manera, alivien la situación de otros 
Ministerios que la propia Administración ha señalado como prioritarios. Por tal motivo, hay algunos cuadros 
que nos gustaría comentar en Sala, porque hemos visto que existen importantes economías de ejecución 
en la Presidencia de la República. Me importa destacar este hecho, sobre todo, para reprogramar hacia 
adelante, porque si por dos años consecutivos se vienen generando economías en la Presidencia de la 
República, deberíamos replantearnos si no tendríamos que ajustar el crédito que estamos habilitando. 


En el cuadro 22 del Anexo ll, Repartido N* 964, de mayo de 2007, tenemos la ejecución 
presupuestal de gastos de funcionamiento consolidada. Allí se observa que existen economías del orden 
del 21%, lo cual es importante. Se trata de un 21% de lo autorizado para gastos al Inciso 02, que 
equivale casi a U$S 6:000.000, es decir, U$S 5:800.000. Reitero: según los cuadros que hemos leído, 
estamos hablando de gastos de funcionamiento; por eso especifiqué exactamente dónde lo leí, 
mencionando Anexo y Repartido. Para el año 2005, en el cuadro 22 del Libro de Resúmenes de la 
Economía, sobre los mismos conceptos, se menciona que la economía fue del 25,49%, es decir, unos 
U$S 5:300.000. Y estamos hablando de dólares americanos. 


Lo que voy a decir es un poco obvio, aunque quizás no se sintió así por parte del Poder 
Ejecutivo: tal vez en gastos de funcionamiento hubo una mala previsión, en cuyo caso habría que ajustar la 
cifra. Digo esto, porque entiendo que sería lógico disminuir la asignación presupuestal hacia adelante, ya 
que estamos hablando de que en Presidencia de la República y, concretamente, en el rubro 
correspondiente a gastos de funcionamiento, hay U$S 11:000.000 que no se han ejecutado en lo que va 
del período. Según consta aquí, se trata de 5,3 millones de dólares que no se ejecutaron en el año 2005 y 
de 5,8 millones de dólares que tampoco fueron ejecutados en el 2006. 


Todo esto se suma a los cuadros que hemos observado relativos a inversiones. Tal como figura 
en el Anexo ll, Repartido 964, de mayo de 2007, en el Ejercicio 2006 existen economías del orden del 
49,33%. Esto es algo bueno e importante -de ninguna manera lo estoy señalando como algo reprochable- 

pero me parece que deberíamos ajustar el crédito, porque tratándose de ahorros que no se gastan, son 
créditos que hemos votado dando permiso al Poder Ejecutivo para que gaste -aun cuando esto no se haga- 

por lo que están debidamente financiados. Es un ahorro que tenemos, en términos generales y que 
podemos usar o cargar a superávit -como sea del caso- en la Administración del propio Estado. 


En el cuadro 25 del Libro de Resúmenes de Economía se advierte que esa economía del 49,33% 
de lo autorizado para invertir -sobre los mismos conceptos: remuneraciones y gastos- en el año 2005 se 
ubicó en el orden del 37,62%, es decir, unos 8,7 millones de dólares. 


La primera pregunta que formulo es por qué no se han ejecutado estas inversiones. Tal vez no se 
hizo porque se creyó innecesario y, en ese caso, bienvenido sea, porque ofrece la posibilidad de ahorrar. 
Pero lo cierto es que hay casi U$S 20:000.000 que no fueron ejecutados en dos años. Durante 2005 y 
2006, Presidencia de la República no ejecutó, entre gastos de funcionamiento e inversiones, alrededor de 
U$S 30:000.000, cifra que es importante en esta Rendición de Cuentas, pues todos sabemos que “30” ha 
sido un número importante a lo largo de toda la discusión de este proyecto de ley en la Cámara de 
Representantes. Y si bien no podemos sumar el ahorro de un año y de otro -me refiero a los años 2005 y 
2006- parecería lógico que, por lo menos, pudiéramos corregir el crédito hacia adelante, ya que estoy 
hablando del mismo crédito, que en un caso fue del 25,49% y, en otro, del 21%. Teniendo en cuenta ese 
ahorro, que se ubicaría en alrededor de un 20%, perfectamente se podrían reasignar las partidas hacia 
adelante, ya que no se ejecuta en gastos de funcionamiento. 


Digo esto con un afán constructivo, partiendo de la base de que me parece bueno el hecho de que 
Presidencia de la República no gaste ese dinero; a mi entender es algo positivo y no negativo. Salvo un 
artículo del que me gustaría que se hiciera algún comentario -aunque, en realidad, significa un gasto 
menor- aquí estamos hablando de importantes ahorros en inversiones, ya que se trata de U$S 
8:700.000 en 2006. Sí hay un gasto de U$S 200.000 para la mudanza hacia el edificio “Torre Ejecutiva” - 
creo que así se denomina- pero no me parece que sea importante como para comentarlo, pues creo que 
está bien destinar esa cantidad a ese objetivo. Sin embargo, si hay un ahorro como el que mencionamos, 
reasignemos las partidas que están sobrando, porque no se está gastando en gastos de funcionamiento ni 
tampoco en inversiones. Es muy importante tener esto en cuenta, no sólo para la discusión que se está 
dando con los representantes de la Presidencia de la República, sino para los propios Senadores a la hora 
de tener que votar los recursos que, a veces, resultan tan escasos. Acá tenemos un ahorro importante que 
nos posibilitaría reasignar créditos que son de recibo. 


A continuación, quiero formular una pregunta al señor Director de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto que dice relación con algunos artículos en los que me preocupa, quizás, el cheque en blanco 
que el Parlamento le está dando en este sentido a la Administración. 


SEÑOR LONG.- En la línea que lo venía expresando el señor Senador Heber, con el mismo afán 
constructivo y para clarificar, me gustaría consultar acerca de la designación del Coordinador de los 
Servicios de Inteligencia del Estado. Concretamente, queremos saber si el Coordinador de estos Servicios 
efectivamente está actuando, dado que su designación fue propuesta hace dos años y el Senado le dio el 
voto favorable. Formulo esta interrogante a efectos de saber si esta situación, que fue resuelta por el 
Senado, se concretó finalmente en la práctica. 


SEÑOR HEBER.- Creo que los números son claros, pero los voy a reiterar porque nos da la impresión de 
que la Administración, en los dos años sucesivos, no ha gastado en la Presidencia de la República lo que 
correspondía. Me refiero a gastos de funcionamiento por un monto de U$S 5:000.000 y a gastos de 
inversión por una cifra de U$S 8:000.000. A esto debemos agregar la interrogante, de interés político, 
planteada por el señor Senador Long. 


Como decía, quiero preguntar sobre algunos artículos que nos preocupan y quizá quien pueda 
dar respuesta a ello sea el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


Por el artículo 104 -del proyecto de ley venido de la Cámara de Representantes- se autoriza a la 
Junta Nacional de Drogas a contratar personal para investigación y estudios. Allí no se establece de cuánto 


personal estamos hablando ni se entra en detalle al respecto. Me gustaría saber cuántos son; ¿Son 100, 
20,361? 


La otra pregunta que deseo formular al Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
tiene que ver con el artículo 106 por el que se crea el cargo de Secretario General de la Secretaría 
Nacional Antilavado de Activos con carácter de cargo de particular confianza, comprendido en el literal c) 
del artículo 9% de la Ley N* 15.809. Repito: Secretario General de la Secretaría Nacional Antilavado de 
Activos. 


Más adelante, el mismo artículo establece: “El cargo de Secretario General de la Secretaría de la 
Junta Nacional de Drogas también se considerará comprendido en el literal C) del artículo 9% de la Ley N* 
15.809, de 8 de abril de 1986 y sus modificativas”. Y, a continuación, se dice que un cargo ya existente se 
transformará en el de Asesor en Comunicación Institucional de la Presidencia de la República, con carácter 
de cargo de particular confianza y se lo incluirá en el literal C) del artículo 9% de la Ley N* 15.809. Me 
gustaría pedir al señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto que nos ilustrara sobre esto, 
porque no llegamos a comprender, a través de una simple lectura, la importancia de tener un cargo de 
particular confianza para la Secretaría Nacional Antilavado de Activos, que realmente justificara la votación 
en este sentido. 


En el artículo 107 se crean cuatro funciones de alta prioridad y, al respecto, quisiéramos que los 
representantes de la Administración nos hicieran algún comentario acerca de la necesidad de la creación 
de cuatro cargos en esa área. 


Con respecto al artículo 109, reconocemos que el señor Director de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto ya ha hecho alguna referencia, pero de todos modos, nos gustaría que sus comentarios no 
tuvieran un carácter tan general, sino que fueran más concretos. Sobre esto, sabemos que se destinan 
$ 3:300.000, que son aproximadamente U$S 1:300.000 para contratos en la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, además de permitir que el Director de dicha Oficina contrate dos asistentes. Algo sobre esto 
ya ha mencionado el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, pero nos gustaría que 
abundara con respecto a ese punto, porque entendemos necesario contar con más detalles sobre esa 
situación. 


Por su parte, el artículo 111 destina una partida anual de $ 48:000.000, suma que representa 
alrededor de U$S 1:850.000, al Instituto Nacional de Estadística, para la creación de diez cargos de alta 
especialización y para la contratación de profesionales y técnicos. Hasta ahora, hemos venido sumando y, 
realmente, de las felicitaciones por el ahorro en gastos de funcionamiento, pasamos a preocuparnos 
cuando se trata de las inversiones, ya que nos parece que se está gastando mucho en contrataciones y en 
apertura de cuadros dentro de la Administración. Vemos que, por un lado se crean diez cargos y algunos 
otros de particular confianza; en fin, repito, se trata de iniciativas que verdaderamente nos preocupan. 


En el artículo 114 se asigna una partida de $ 7:000.000 para crear catorce puestos de trabajo 
para el Programa Desarrollo del Gobierno de Gestión Electrónica y Sociedad de la Información. En este 
sentido, pregunto al señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, si es necesario crear 
cargos porque, quizás, se podrían redistribuir funcionarios de otras reparticiones, con la correspondiente 
eliminación de los cargos de origen, de manera que podamos cubrir esos nuevos puestos con los propios 
funcionarios públicos. De esa forma, evitaríamos aumentar la plantilla de trabajo y mantendríamos los 
impuestos que le estamos pidiendo a la población que pague. En lo personal, estoy preocupado por el 
gasto, porque estamos hablando de diez y catorce nuevos cargos de confianza. 


Por otra parte, señora Presidenta, vemos que se está manejando en el artículo 115 una cifra de 

U$S 2:000.000 para funcionamiento en el período 2008 - 2009. Entonces, al respecto, dividiría mi 
intervención en dos partes: en primer lugar, mi satisfacción como Legislador por comprobar que se están 
haciendo ahorros en la ejecución por parte de la Administración en el rubro Gastos de Funcionamiento e 
Inversiones, quizás abriendo la posibilidad de generar rebajas impositivas a la población, que es lo primero 
que deberíamos hacer. Creo que en vez de gastar la plata, por ejemplo, deberíamos elevar los pisos del 
Impuesto a la Renta de las Personas Físicas o rebajar aún más el IVA. Cuando vienen aquí los 
representantes de la Presidencia de la República y nos dicen que han gastado U$S 5:000.000 en gastos de 
funcionamiento en dos años consecutivos, entendemos que se está haciendo una buena gestión, digna de 
destacar y que nos ayuda. Lo mismo ocurre con los U$S 8:000.000 destinados a inversiones que se 


entendió no era necesario gastar en su totalidad. Sin duda, esos montos se pueden redireccionar o ahorrar 
para aliviar la presión impositiva terrible que va a sufrir la población a partir del 1* de julio de este año. 


Por otro lado, el nuevo Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto se nos "descuelga" 
con cargos de confianza, contratos y contratación de personal para hacer investigación y estudios para la 
Junta Nacional de Drogas, que no sabemos en qué consisten ni cuántos son, porque se habla de diez por 
acá, de catorce por allá y de dos asistentes. También se incluyen contratos a término que se hacen en 
2009 y finalizan en ese año, por lo que podremos quedarnos tranquilos en cuanto a que la nueva 
Administración no va a tener que solventarlos. Este hecho no deja de ser una buena noticia, porque no son 
funcionarios permanentes, pero queremos saber si no es factible ahorrarnos ese gasto y llevar esos 
recursos a sectores que tanto lo necesitan, como es el caso de la educación, para lo cual estamos 
haciendo un esfuerzo en la búsqueda de recursos genuinos. 


Señora Presidenta: estas son las preocupaciones que queremos plantear al señor Director de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, que hasta hace poco tiempo estaba de este lado del mostrador y 
ahora tiene que permanecer del otro lado, hecho que, por cierto, no debe ser fácil. 


SEÑOR RUBIO.- Comparto las loables preocupaciones del señor Senador Heber, pero quiero aclarar 
que, en realidad, $ 3:300.000 no hacen más de U$S 1:000.000; en cambio, $ 33:000.000 sí lo hacen; 
es decir que estamos hablando de la décima parte de esa cantidad. Cabe esta puntualización en cuanto a 
los recursos a los que refiere el inciso cuarto del artículo 109 sobre la posibilidad de algunos contratos a 
término de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


Ahora bien, quiero aclarar que esta Oficina estaba desmantelada en áreas enteras y, en otras, 
había sido fortalecida por mi antecesor, el economista Carlos Viera, con relación a la situación original que 
él encontró, dada la migración que se produjo por distintos conceptos. Por ejemplo, ni bien asumí el cargo 
solicité asesoramiento del área jurídica, que estaba representada por un funcionario que prestó DIPRODE - 
Unidad Ejecutora independiente de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto- a la OPP para que pudiera 
cubrir algunos de los 124 juicios que tiene esta última, recorriendo la República Oriental del Uruguay, amén 
de un conjunto de proyectos que nos interesa realizar. Entonces, tuvimos que pedir pases en comisión y 
gentilmente nos los dieron algunos Entes Autónomos y otras reparticiones, pero tenemos necesidad de 
funcionarios jóvenes, por ejemplo en el área jurídica, que puedan cubrir este sector y otros. A esos efectos 
se solicitan recursos por concepto de $ 3:300.000 al año, correspondientes a contratos a término con ese 
régimen del que estamos hablando. 


Hechas las aclaraciones sobre este punto, quiero señalar que en materia de inversiones, si bien 
algunos programas que encontramos tenían una ejecución muy alta, otros estaban en un "impasse" por 
problemas de financiamiento externo y cambio. Es el caso de DIPRODE que, realmente, es un "modelito" 
de cosas que funcionan bien y que ejecutan una gran diversidad de programas de los conglomerados que 
han tenido mucho éxito. 


SEÑOR PENADES.- Quiere decir no todo estaba tan desmantelado. 


SEÑOR RUBIO.- No, todo no, señor Senador. Aclaro que estamos hablando de una Unidad Ejecutora, 
independiente de la OPP, que tiene capacidad de gasto y de ordenadores de gasto. Es decir, había 
sectores que estaban muy bien, otros más o menos y algunos que habían desaparecido; en la viña del 
Señor hay de todo. Entonces, comprenderá el señor Senador que hay que fortalecer algunas áreas. 


Ahora bien, en algún crédito internacional de algunos de los programas ha habido el pasaje de 
uno a otro y eso ha ocasionado que el ritmo haya bajado en un año y luego haya subido al siguiente, lo que 
no es un inconveniente. Sí existió un problema puntual -que la doctora Santiesteban podrá explicar mejor- 
en el caso de la ejecución de una parte del programa de la Unidad de Desarrollo Municipal, debido a una 
diferencia de criterio con los Intendentes. Lo que ocurre es que al principio del período se deducen, del 
fondo que se transfiere a las Intendencias, las inversiones que se van a hacer por este concepto y algunos 
Intendentes no son partidarios de esto, sino de dejarlo, no ejecutarlo y que al año siguiente se envíe dentro 
del fondo general de distribución de recursos, que tiene partidas y porcentajes por Intendencia. Este ha 
sido un problema que estamos procurando solucionar y que provocó que, en el caso de la Unidad de 
Desarrollo Municipal, las inversiones fueran más bajas en ese período de lo que hubiera sido deseable. De 
todas maneras, la doctora Santiesteban puede ampliar la explicación de este tema, ya que el mismo es 


complejo desde el punto de vista de la ingeniería que hay en la relación entre el Ministerio de Economía y 
Finanzas, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y los Intendentes del país, para estos destinos. 


SEÑORA SANTIESTEBAN.- Quisiera referirme a cuáles son las normas que generan el problema 
planteado por el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Es real que la Unidad de Desarrollo 
Municipal ha tenido algunas dificultades. Si bien el artículo 479 de la Ley N” 17.930, de Presupuesto 
Nacional, establece claramente que se distribuye -incluso, innovando en esta materia- a todos los 
Gobiernos Departamentales el 3,33% que fija la Constitución de la República, el artículo siguiente, el 480, 
establece también de qué manera se efectúan las deducciones sobre este porcentaje que el Gobierno 
Nacional va a trasladar, para su administración, a los Gobiernos Departamentales. El artículo 480, en su 
literal c), dispone que uno de los montos que se va a descontar de ese 3,33% es, precisamente, el de las 
partidas ejecutadas del programa de desarrollo y gestión municipal de la Unidad Ejecutora 004 de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto y, precisamente, se trata de los proyectos financiados por la UDM. 
Si del porcentaje que se traslada a las Intendencias se deduce todo lo invertido o lo aplicado en inversiones 
a través de la Unidad de Desarrollo Municipal, es lógico que las Intendencias prefieran utilizar ese monto 
para tener libre disposición y no ejecutar directamente los proyectos financiados por la UDM. Este tema ha 
sido planteado por el actual Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y se está tratando de 
superar esta dificultad, por supuesto, por la vía de la negociación con los gobiernos municipales. Ese es, al 
menos, uno de los motivos que se detectó tempranamente en cuanto a las dificultades de ejecución de este 
fondo. 


SEÑOR RUBIO.- En el caso de las inundaciones -que no hubiéramos deseado ninguno de los uruguayos- 

hemos procurado que estos fondos, en lo que tiene que ver con el Banco Interamericano de Desarrollo, 
pudieran ser usados por las Intendencias, redireccionando los proyectos si lo desean y usándolos con gran 
flexibilidad, sin las exigencias normativas que habitualmente tiene el Banco en cuanto a demoras y demás. 
La autorización fue dada por el Banco. O sea, si las Intendencias quieren usar estos fondos, redireccionar 
los proyectos que originalmente habían pensado y hacerlo con mucho mayor flexibilidad de la que 
habitualmente el Banco Interamericano de Desarrollo le exige a cualquier Intendencia, ello está autorizado 
y firmado. Quiere decir que es posible que esta mecánica -que está dificultada- sea salvada en este 
período; esperamos que así sea, porque nuestra intención es que estos fondos se usen en un 100%. Es 
decir que pretendemos que se usen todos los fondos para programas que tienen que ver, básicamente, con 
reconstrucción de infraestructura, de alcantarillado y caminería -fundamentalmente en aquellas 
Intendencias que soportaron el tema de las lluvias, que si bien fueron casi todas, unas la sufrieron con más 
intensidad que otras- y otros destinos. 


La otra dificultad consistía en que las Intendencias podían formular proyectos para finalidades 
sociales, económicas o de otra naturaleza -en algunos casos, incluso, de infraestructura- y no sabían cómo 
hacerlo. 


En ese sentido, montamos un proyecto que se denomina Proyectar que está en ejecución en 
este momento y que, realmente, ha sido muy exitoso. Se seleccionaron seis lugares del país para tres 
Intendencias y se contrataron expertos en el tema. En este momento se está llevando a cabo un curso 
intensivo y luego, durante todo el proceso, se llevará adelante un seguimiento de formulación y ejecución 
con el fin de enseñar a hacer proyectos. Nos encontramos con la paradoja de que si bien existen fondos 
internacionales, necesidades extremas de parte de las Intendencias y de la población en general e ideas 
muy buenas sobre lo que hay que hacer, no existe el “savoir faire” desde el punto de vista técnico para 
presentar un proyecto. Incluso, el señor Senador Moreira debe tener experiencia respecto de las 
frustraciones que se generan cuando se pretende formular un proyecto que satisfaga los requisitos de los 
financiadores. Los proyectos rebotan, porque no son considerados solventes, ya que no siguen los ítems, 
parámetros, seguimientos y evaluaciones pertinentes. 


Entonces, para liquidar este tema -en el buen sentido- se ha montado este proyecto y quince o 
veinte funcionarios de cada Intendencia están haciendo un curso intensivo. El primero fue para los 
funcionarios de Salto, Paysandú y Río Negro y, en un mes y medio, se pretende abarcar todo el país. Con 
esto y con las directivas que dio el señor Presidente de la República sobre cómo formular proyectos en las 
misiones a las que concurran los Intendentes de aquí en más -me refiero al instructivo que se distribuyó en 
el último Congreso de Intendentes- todas las Intendencias, cualquiera sea su “pelo”, van a estar 
capacitadas para formular proyectos, tanto desde el Uruguay hacia organismos financiadores como fuera 
del país. 


En definitiva, pensamos que una buena parte de los problemas que teníamos en cuanto a la 
desigualdad de calidad y de capacidad técnica para formular los proyectos se van a ver solucionados y, por 
lo tanto, también la ejecución. 


En cuanto al Instituto Nacional de Estadísticas, la contadora Alicia Melgar puede dar las 
explicaciones que estime conveniente y, respecto de las demás inquietudes, quiero decir que no tienen que 
ver con cargos vinculados con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto como, por ejemplo, en el caso de 
la Junta Nacional de Drogas. De modo que, el señor Licenciado Vázquez o cualquier otro de los asistentes, 
podrán hacer uso de la palabra para referirse a esos puntos. Más adelante el ingeniero Abín se referirá 
sobre el tema Gobierno Electrónico. 


SEÑORA MELGAR.- En este momento, el Instituto Nacional de Estadística dispone de varios diagnósticos 
que han mostrado sus debilidades. Incluso, algunos tienen una antigúedad mayor a esta Administración. 
Estos documentos son: por un lado, el de la Facultad de Ciencias Sociales con relación a las estadísticas 
sociales, otro, del Centro de Investigaciones Económicas, vinculado a las estadísticas económicas y, 
finalmente, durante el año 2006 se realizó una misión del Banco Mundial que analizó en forma profunda el 
Sistema Estadístico Nacional y el Instituto Nacional de Estadística. Este trabajo, entre el Banco Mundial y el 
Instituto, no fue un trabajo de escritorio, sino que se utilizaron 18 grupos de trabajo integrados por 
numerosos organismos que tienen oficinas estadísticas y con los usuarios del sistema. Hay un documento 
llamado: Estrategia Nacional de Desarrollo Estadístico y Plan Estadístico Maestro que señala una serie de 
debilidades dentro del sistema. Entre las que eran realmente más preocupantes -aparte de lo que 
significaban carencias en cuanto a vacíos de información y dificultades de cobertura de muchas de la 
estadísticas- podemos mencionar, particularmente, las del INE y del sistema estadístico nacional en su 
conjunto y tienen que ver en buena parte con la insuficiencia del personal técnico. Esto, además, se ha 
visto agravado por varias circunstancias, entre otras cosas, porque se han incrementado las tareas que 
lleva adelante el Instituto y porque se ha producido el retiro de varios funcionarios de alta categoría. Para 
dar un ejemplo, se han retirado dos Directores de División y, además, en el Instituto Nacional de Estadística 
no tenemos demógrafos. También se han retirado economistas y sociólogos, porque sus remuneraciones 
no estaban de acuerdo a su capacitación e, incluso, se han ido con destino a otras oficinas, al sector 
privado o a organismos internacionales. Realmente, la Oficina se encuentra en una situación muy difícil. 
Estos diagnósticos, especialmente, el Plan Estadístico Maestro, señalaban la necesidad de efectuar una 
reestructura de la Oficina, analizando la posibilidad de nuevos escalafones y realizando concursos para 
lograr la incorporación de técnicos de alta calificación y profesionales que tuvieran una probada calificación 
en el tema. Quiero señalar que la reestructura está en marcha. Es más, el INE, la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto y la Oficina Nacional del Servicio Civil la están analizando. Pensamos que esta reestructura 
va a estar pronta para el año que viene pero, mientras tanto, necesitamos contar en forma urgente con el 
personal técnico necesario para llevar adelante las tareas, así como también otras que nunca se han 
llevado adelante, incumpliendo los cometidos que le otorgara la Ley N* 16.616 como, por ejemplo, la 
coordinación del sistema estadístico nacional. Dicha reestructura no está pronta, pero la Rendición de 
Cuentas habilita a contratar diez cargos de alta especialización y contratos a término. Luego, dicha partida 
va a pasar a solventar esa reestructura que realmente es necesaria por todo lo que he dicho anteriormente. 
O sea que, esta partida que está aquí -de contratos a término y de alta especialización- es por un período 
intermedio hasta que esté pronta la reestructura que se está llevando a cabo en forma paralela. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el Licenciado Vázquez para referirse a los artículos referentes a 
la Junta Nacional de Drogas. 


SEÑOR VAZQUEZ.- Concretamente, me voy a referir a los artículos 104 y 106. 


Por el artículo 104 se habilita a la contratación en carácter de eventual y zafral con destino a la 
Secretaría de la Junta Nacional de Drogas para la realización de investigaciones y estudios de campo 
necesarios para el cumplimiento de los cometidos asignados a ésta. Específicamente, tiene que ver con 
que la Junta Nacional de Drogas ha tenido una actividad muy intensa y los técnicos de la Secretaría 
apoyan a las Juntas Departamentales de Droga de todo el país. Hemos celebrado algunos convenios con 
la Suprema Corte de Justicia, con el Congreso Nacional de Intendentes, con el CODICEN, trabajamos con 
el Instituto Técnico Forense y se ha abierto una serie de líneas de trabajo de investigación que a veces se 
ve dificultada, porque no tenemos algún recurso humano para destinar a una tarea específica. Esto no 
significa un aumento del gasto, sino la utilización de los recursos ya asignados a esta Secretaría para la 
contratación eventual de una persona para cumplir actividades muy concretas, como por ejemplo puede ser 
el estudio de las drogas que están circulando en el país. Si bien esto lo hemos hecho hasta ahora mediante 
un convenio que tenemos con la Facultad de Química, cada vez se abre más el espectro de trabajo y hay 


algunas áreas que tenemos que cubrir necesariamente. Decía que esta disposición no incrementa el gasto, 
sino que simplemente habilita a la Junta Nacional de Drogas a que pueda contratar eventualmente algún 
técnico para una tarea muy concreta y específica. 


Con respecto al artículo 106, que crea el cargo de Secretario General de la Secretaría Nacional 
de Antilavado de Activos, creo que es importante hacer la siguiente precisión. La Junta Nacional de Drogas 
tiene una Secretaría General de Drogas y un Centro de Capacitación y Prevención para el Lavado de 
Activos dependiente de esta última. Esto históricamente fue así, porque en general se vio que el lavado de 
dinero estaba íntimamente vinculado al narcotráfico. A nivel internacional y en los últimos años ha habido 
un desarrollo muy importante de este tema y se vio que no solamente se lava el dinero que viene del 
narcotráfico, sino que hay otras figuras que también aportan al lavado de dinero y a la financiación del 
terrorismo. Es así que, internacionalmente, las exigencias de tener organismos más específicos vinculados 
a este tema han ido creciendo. De hecho, en el país, en el año 2005, se procesó por primera vez a una 
persona por lavado de dinero y, en 2006, hubo más de una docena de personas procesadas. Hubo que 
implementar entonces un mecanismo de apoyo a la Justicia en cuanto al asesoramiento de cómo se lava el 
dinero y en organismos internacionales como el GAFISUD, donde se evalúa la situación de Uruguay en 
este tema, se concluyó que era necesario mantener estas tareas dentro de la Presidencia de la República, 
pero con un cometido mucho más específico y ya separado de lo que es el narcotráfico y la prevención del 
consumo de drogas, en una estructura vinculada al lavado de dinero, donde intervienen también el Banco 
Central, el Ministerio Público, el Poder Judicial, etcétera. Por estos motivos, se hace necesario tener una 
estructura, una Secretaría, que profundice cada vez más en los mecanismos utilizados en el país para el 
lavado de dinero y la coordinación con organismos similares de otros países. 


SEÑOR ABIN.- Como es sabido, la Agencia de Gobierno Electrónico es una formación reciente. Sus 
objetivos generales son la definición, seguimiento y control de metas nacionales asociadas a la sociedad 
de la información y el conocimiento; la definición de políticas, normas técnicas y estándares informáticos 
para el Estado y la fiscalización de su cumplimiento; la planificación y coordinación de proyectos 
específicos asociados al desarrollo del gobierno electrónico. Esto se desglosa en un conjunto de cometidos 
que son bastante extensos y que no creo que valga la pena leer, aunque si algún señor Senador lo solicita, 
así lo haremos. 


La Agencia no tiene una estructura -recién la estamos formando- y no cuenta con personal más 
allá de sus Directores, que somos honorarios y que formamos un Consejo Directivo Honorario. Lo que 
estamos haciendo es construir la estructura de funcionamiento de la Agencia para poder dar cumplimiento 
alos objetivos generales y cometidos específicos que tenemos. 


La estructura prevé: un Director Ejecutivo; un grupo de normas en tecnología de información, 
porque es el organismo rector en lo que tiene que ver con la normativa; un grupo de fiscalización de la 
norma, porque no alcanza con dictar normativas, sino que hay que velar porque se cumplan; un área de 
gerenciamiento de proyectos de gobierno electrónico -este es uno de los aspectos esenciales desde el 
punto de vista técnico, porque se trata de gestionar los proyectos para que se puedan cumplir en tiempo y 
forma economizando en los costos, porque un proyecto mal financiado corre el riesgo de no funcionar o de 
gastar más dinero del necesario-; una oficina de gestión de proyectos para asistir a la formulación de 
proyectos dentro de los planes estratégicos de la AGESIC; y, naturalmente, una oficina de administración, 
porque la Agencia tendrá sus fondos de funcionamiento y, por lo tanto, tiene que haber una administración 
mínima. 


Lo que estamos planteando acá es una estructura realmente mínima, porque el esquema de 
funcionamiento que nos hemos trazado es contar con los recursos mínimos indispensables para funcionar 
y generar redes de trabajo, donde necesariamente se va a incluir a los agentes públicos y a los 
informáticos que trabajan en la Administración Pública. 


Con respecto a los temas específicos y proyectos puntales quiero decir que, por ejemplo, si 
hablamos de que vamos a instrumentar un trámite con acceso al público, naturalmente ese trámite va a 
hacer uso de servicios de uno o más de los centros de cómputos de organismos del Estado. Entonces, la 
Agencia deberá, de acuerdo a la formulación del trámite, hacer el proyecto, coordinarlo y llevarlo adelante. 
Cada uno de los organismos públicos intervinientes deberá colaborar proporcionando los recursos 
específicos y aprovechando el software que ya tienen diseñado y haciendo las transformaciones que se 
requieren para que se ajusten a las normativas técnicas. De esa manera, lo que estamos utilizando son las 
sinergias -generándolas cuando no existen- para poder ahorrar en términos de costos. 


Decía que esta estructura que estamos planteando, de hecho, es mínima y está constituida por 
técnicos, algunos de ellos altamente especializados. También debemos reflexionar acerca del problema 
que existe en el país con respecto a los informáticos. No es fácil conseguir uno ni que un organismo público 
ceda a sus técnicos. Actualmente estamos negociando con el BPS para que nos ceda por algunas horas un 
técnico. Esto no es fácil, porque no todos los organismos del Estado cuentan con un conjunto razonable de 
técnicos; podemos decir que algunos organismos son ricos y otros están por debajo del nivel de pobreza 
en materia informática. La Agencia tiene la obligación de apoyar -siempre que se lo soliciten- a esos 
organismos. 


Hay empresas públicas que están contratando mucho personal informático en este momento 
como, por ejemplo, el BROU, ANTEL hace poco tiempo, la DGl -aunque no es empresa pública- el BPS, 
que tiene muchos servicios tercerizados, pero no hay nada que nos indique que sobran técnicos. Como 
decía, la experiencia es que es muy difícil que nos cedan algunas horas de técnicos. Entonces, parece 
razonable que nos planteemos una estructura y llamemos a concurso abierto para que se presenten 
técnicos y seleccionemos los más adecuados y mejores. Si vienen técnicos que ya están trabajando en 
otra área, ¡bienvenidos sean!; luego veremos como se resuelve el tema, pero tenemos que plantearlo con 
realismo. 


SEÑOR RUBIO.- La Oficina de Planteamiento y Presupuesto tiene un representante en la Agencia de 
Gobierno de Gestión Electrónica y la preocupación que tenemos es que estos recursos son muy escasos 
para lo que hay que hacer. Debemos tener en cuenta que existe un cuello de botella en materia de 
técnicos -al respecto el ingeniero Abin podría abundar- con formación en informática en el Uruguay. Todas 
las empresas vinculadas a la tecnología -el señor Senador Long lo sabe perfectamente- están clamando 
por encontrar técnicos porque nuestro país, por la migración, por falta de formación o porque ahora tiene 
un desarrollo, no los tiene. Existen empresas transnacionales que dicen que vendrían a Uruguay o que, 
estando en el país, harían mucho más si contaran con gente capacitada. Como decía, se formó un cuello 
de botella y ahora pululan los institutos que capacitan rápidamente, pero algunos de ellos no lo hacen muy 
bien. Tenemos un importante cuello de botella y los recursos que se asignan para la Intranet del Estado, 
para la ventanilla única y para el portal del Estado -las tres cosas integradas en el artículo 115- no llegan a 
un millón de dólares. 


Como se entendió conveniente por parte del Poder Ejecutivo que no hubiera ningún técnico en el 
ámbito de la Administración Central que tuviera un sueldo por encima del de un Ministro, se fijó ese tope, 
pero, entonces, el problema que se plantea -que después se extenderá- es que para los técnicos muy 
calificados en áreas donde hay una escasez de oferta muy grande y tienen una función muy compleja, los 
recursos son muy limitados. 


Por tanto, diría que este Presupuesto, en lo que se refiere a la Agencia de Gobierno Electrónico 
no es modesto, sino super modesto, teniendo en cuenta las finalidades que se quieren lograr. Creo que ese 
es el criterio que se ha seguido, en general. El problema es que existen áreas nuevas, sobre las cuales el 
país está adquiriendo una experiencia inicial y, entonces, aparecen algunos cargos imprescindibles. 


SEÑOR PENADES.- Muchas de las preguntas que íbamos a formular, ya fueron realizadas. No obstante 
ello, vamos a insistir sobre algunas, producto de que nos quedaron algunas dudas. 


Me permito comenzar mi intervención diciendo que no tengo la misma concepción que aquí 
manejara mi colega, el señor Senador Heber, con relación a las bondades en los ahorros. Para mí es difícil 
comprender, cómo un Presupuesto que está elaborado por una Administración, que se entiende que está 
solicitando lo mínimo posible para poder gestionar la acción gubernativa, puede mostrar que produce 
ahorros. En realidad, el ahorro no es siempre sinónimo de buena ejecución; muchas veces, es todo lo 
contrario, es decir, de una mala ejecución. No entendemos cómo el Poder Ejecutivo y nada más ni nada 
menos que la Presidencia de la República, el Inciso 02, tiene US$ 13:000.000 de ahorro; no logramos 
entender si no se tendría que haber ejecutado el 100%. A mí me satisfaría muchísimo más presenciar y 
constatar que se ejecuta el 100% de las partidas que se piden, entendiendo por tales, como las 
imprescindibles para poder funcionar. Por tanto, manejar que ha habido un Presupuesto en el correr de 
estos primeros dos años de gestión, que dio como resultado que la Presidencia de la República haya 
tendido alrededor de un 25% o 30% de ahorro, no creo que sea algo como para mostrar con mucha 
satisfacción. 


En primer lugar, me gustaría que los representantes del Inciso me informaran cuanta gente se 
pretende contratar a partir del 1% de enero de 2008, cuando esta Rendición de Cuentas comience a 
funcionar. Aquí vamos de artículos que hablan de habilitar y facultar contrataciones -al Parlamento no se le 
dicen cuántas son- hasta algunos que refieren específicamente a contrataciones y contratos zafrales o 
eventuales. 


Tampoco me queda muy claro cómo en anteriores Rendiciones de Cuentas y en el Presupuesto, 
aquí se presentó la Oficina Nacional del Servicio Civil hablando de que era imprescindible la racionalización 
de la escala funcional del Estado, de la Administración, poniendo críticas de que se seguía con viejas 
prácticas de contrataciones eventuales, zafrales y que lo que se buscaba era una racionalización para 
encontrar una escala única de funcionamiento. Asimismo, en esta Rendición de Cuentas o, por lo menos, 
en este Inciso que hoy comenzamos a analizar, se vuelve a insistir en contrataciones zafrales, eventuales, 
etcétera. O sea, no solamente seguimos sumando a lo que anteriormente, quizás, no se hacía de la mejor 
manera, sino que, además, ahora se hace con la nueva nomenclatura de cargos de alta prioridad. Por 
tanto, quiero saber cuántos cargos pretende llenar la Presidencia de la República cuando esta Rendición 
de Cuentas esté vigente a partir del 1% de enero de 2008. Y quiero saber lo correspondiente a todas las 
áreas, desde la Junta Nacional de Drogas -ya que en el artículo 104 se establece una facultad- hasta las 
que se mencionaba por parte del Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Además, quiero 
conocer cuánto es el monto total por concepto de erogaciones que se va a tener, es decir, cuánto es lo que 
proyecta la Presidencia de la República le costará al Erario Nacional. 


Por otra parte, me gustaría conocer, ya que se encuentra aquí presente el Prosecretario de la 
Presidencia de la República, que es el Director de la Junta Nacional de Drogas, cuál ha sido el nivel de 
ejecución de esta repartición o sea, tanto en los gastos de inversiones como de funcionamiento. Por tanto, 
quisiera que se me informe o que se nos acerque la información, en el sentido de cuáles han sido los 
planes y los programas que se han ejecutado, cuál ha sido el nivel de ejecución, cuánto es el porcentaje de 
la ejecución prevista en el Presupuesto con relación a los mismos y cuáles son los planes que 
especialmente se pretenden llevar adelante, producto de que creemos que la Junta Nacional de Drogas va 
a ir adquiriendo, con el paso del tiempo, una importancia que le asignamos como prioritaria, producto del 
exponencial crecimiento en el consumo de drogas que, lamentablemente, nuestra población viene viviendo 
y, fundamentalmente, los sectores más jóvenes. 


En ese sentido, también me gustaría saber si se prevé la firma de convenios o la posible 
construcción de nuevos centros de internación. Asimismo, quisiera que se me informe si la Junta Nacional 
de Drogas, en combinación con el INAU, pretende o está llevando adelante la creación o el aumento de 
estos centros, fundamentalmente, para la atención de la adicción de la pasta base que, dentro del flagelo 
que es el consumo de drogas en el Uruguay, es al que más debamos prestarle atención. 


El señor Senador Long realizó una pregunta que no fue contestada y tiene relación con el llenado 
del cargo del Director de los Servicios de Inteligencia del Estado, lo cual fue creado por Presupuesto en el 
año 2005, es decir que entró en vigencia a partir del 1% de enero de 2006. Por tanto, nos gustaría conocer 
los motivos por los cuales no se ha llenado ese cargo. 


También nos gustaría que se nos informe sobre la transformación de los cargos en el área de 
comunicaciones. El señor Secretario de la Presidencia de la República informaba en su intervención que el 
Poder Ejecutivo había centralizado toda la política comunicacional y de gestión, en cuanto a la difusión 
pública, en la Presidencia. En consecuencia, nos gustaría conocer un poco más el tema y si el Poder 
Ejecutivo está pensando, por ende, la eliminación de todos los cargos de Directores de las oficinas de 
prensa que tienen los diferentes Incisos como un elemento de ahorro, lo cual nos parecería muy 
interesante ya que, según se desprende de sus palabras, se estaría centralizando el manejo de la 
información en una sola oficina. 


Por otro lado, la creación de los cuatro cargos de función de alta prioridad van a estar sumados a 
los que existen en la Unidad de Asesoramiento y Monitoreo de Políticas. Si no recuerdo mal, esta es una 
nueva Unidad creada para asesorar directamente al Presidente de la República. Nos gustaría saber 
cuántos son los miembros que en la actualidad prestan servicios en ella y cuál será la tarea que cumplirán 
los cuatro funcionarios que se están contratando con el régimen de alta prioridad. 


Quisiéramos que el Secretario de la Presidencia de la República nos explicara un poco más 
sobre el artículo 108 porque, francamente, no nos ha quedado claro. Todos sabemos que el Regimiento de 


Caballería N* 1, “Blandengues de Artigas”, tiene como misión fundamental llevar adelante la escolta del 
señor Presidente de la República, pero no logramos entender cuál es el objetivo de la mencionada 
disposición, ya que las residencias que la Presidencia de la República posee en el territorio nacional están 
ubicadas en los departamentos de Colonia y Maldonado, además de Montevideo, donde está la residencia 
de Suárez y Reyes, el Edificio Libertad y, a su vez, el domicilio particular del señor Presidente, donde mora 
con su familia y es la residencia oficial que él ha elegido, donde nos consta que existe custodia de carácter 
militar. Concretamente: ¿la custodia pasará a ser ejercida por las Unidades Militares de cada uno de los 
mencionados departamentos? Lo que no nos queda claro es si el Regimiento “Blandengues de Artigas” 
dejará de ser la custodia del Presidente en las residencias de Anchorena y Punta del Este o si, además de 
los Blandengues, irán militares de las Divisiones de Ejército IV y ll, que son de las que dependen las 
jurisdicciones militares de esos departamentos. Realmente, no entendemos el objetivo de dicho artículo. 


Con relación al artículo 110 me permito hacer una pequeña aseveración, con el único objetivo de 
reflexionar sobre un tema que me ha venido preocupando desde hace algún tiempo. Me refiero, 
concretamente, a la frondosidad de la nueva nomenclatura que el Poder Ejecutivo está manejando, cuya 
legalidad, francamente, me genera grandes dudas. 


Se maneja el nuevo concepto de “Agencia” y no sé en dónde está definido que el Poder Ejecutivo 
pueda crear Agencias ni cuáles son, desde el punto de vista de la forma jurídica, las diferencias que existen 
entre una Agencia y una Unidad Ejecutora. Esta última tiene carácter presupuestal y parecería ser que la 
Agencia también tiene ese carácter. 


También se habla de “secretarios nacionales”. Entiendo que la Constitución de la República prevé 
la existencia de un Secretario de la Presidencia de la República y, a su vez, la Cancillería tiene un 
Secretario General que cumple las funciones del Director General de Secretaría. Todos los Ministerios 
están perfectamente regulados por la Constitución y las Leyes Orgánicas, que establecen los cargos y 
rangos que deben desempeñar sus funcionarios, es decir, el Subsecretario, el Director General de 
Secretaría y los Directores Nacionales. Francamente, digo esto para que reflexionemos. A lo mejor el actual 
Gobierno está transitando por un camino en el que debemos pensar, pero no sé qué sustento legal tiene. 
Reitero que en algún artículo -ahora no recuerdo bien el número- se maneja el término “Secretario 
Nacional”, que no sé qué diferencias tendrá respecto de otros Secretarios, pero la verdad es que me 
genera dudas la legalidad o sustento jurídico de esto. Lo que sí me queda claro es que mediante un 
artículo de la Rendición de Cuentas, no se debería crear un Instituto Uruguayo de Cooperación 
Internacional. En todo caso, si estamos pensando en crear un instituto debería hacerse por ley. Y si se lo 
quiere hacer en la misma Rendición de Cuentas -utilizando la actual Administración el mecanismo que 
tantas veces criticara en el pasado, que es convertir las Rendiciones de Cuentas y los Presupuestos en 
“leyes-ómnibus”- al menos debería haber en ella una serie de artículos que establecieran claramente 
cuáles son las competencias de dicho instituto. Francamente, no me parece que sea un cometido -entre 
“cometido” y “competencia” existe todo un debate de carácter jurídico-administrativo que sería interesante 
plantearnos en algún momento- la coordinación, supervisión y seguimiento de la cooperación internacional. 
A nosotros nos consta que la Oficina de Planeamiento y Presupuesto venía cumpliendo desde hacía tiempo 
con una serie de programas que tenían que ver, por ejemplo, con las becas que otorga la Organización de 
Estados Americanos, etcétera. 


Me parece muy bien que el actual Poder Ejecutivo quiera reordenar la situación y tienda a una 
centralización de todo ello, pero no me queda claro que lo logre a través de este artículo, porque hay otra 
cantidad de Ministerios que están en la misma situación. Así pues, el Ministerio de Educación y Cultura, a 
través de la oficina de la UNESCO, cuenta con una serie de otras instancias de cooperación internacional 
en base a becas de jóvenes profesionales y artistas. A partir de la promulgación de la presente Rendición 
de Cuentas, ¿este Ministerio debería reportarse o prescindiría de esas funciones? ¿Esta Agencia tiene 
solamente los objetivos de seguir atendiendo lo que hasta ahora atendía? Me gustaría que el Poder 
Ejecutivo reflexionara sobre esto, producto del concepto tan general y peligroso que se tiene de que el 
Poder Ejecutivo reglamentará las bases de su funcionamiento. Acá estamos hablando de las bases de 
funcionamiento de un Instituto del que no sabemos si es una persona pública, una persona jurídica no 
estatal o una persona jurídica que tiene composición pública y privada, lo que a mi juicio sería lo más 
saludable si pretendemos que exista una coordinación en serio de todo el aparato de cooperación 
internacional que el Uruguay afronta, que es gigantesco. 


Vuelvo a decir que el Poder Ejecutivo o el Senado en su momento, deberá trabajar sobre este 
aspecto con mucha atención. 


Me sumo a las observaciones que hacía el señor Senador Heber con relación a esta "Agencia 
para el Desarrollo del Gobierno de Gestión Electrónica y la Sociedad de la Información", porque nos parece 
que es algo imprescindible y lo vemos con muy buenos ojos. Sin embargo, creo que vamos camino a lo 
que siempre sucede en la Administración Pública: la creación de un aparato burocrático con la contratación 
de técnicos, que quizá sean necesarios, pero que se van a sumar a los que ya existen. Y ojalá no se 
repitan los casos que todos conocemos y hemos vivido en el pasado con relación a los fracasos que estos 
programas han tenido, justamente por la proliferación burocrática. Se me podrá decir que es muy acotada, 
porque prevé una serie de cargos que no suman más de catorce, pero principio tienen las cosas. Pienso 
que deberíamos buscar herramientas más creativas y menos costosas, que nos permitan fortalecer el 
desarrollo de esta Agencia sin estos mecanismos tan tradicionales y de los que por lo menos quien habla 
es bastante escéptico en cuanto a sus resultados. 


Me gustaría que, en la medida de lo posible, si no puede ser respondida en el día de hoy, se nos 
haga llegar la información que requerimos a los integrantes del Inciso 02. 


SEÑOR FERNANDEZ.- Voy a contestar algunas de las preguntas que casi en alud ha formulado con 
mucha rapidez el señor Senador Penadés. 


En primer lugar, voy a responder a la que originariamente planteara el señor Senador Long, para 
que no quede descolgada o falta de contestación. 


Seguramente, los señores Senadores recordarán que en oportunidad de considerarse la Ley de 
Presupuesto, cuando se planteó la creación de un cargo de Coordinador de Inteligencia, se explicó en 
detalle cuáles eran los fundamentos. En aquel entonces -creo que fue admitido por unanimidad- se trataba 
de no hacer inteligencia en el sentido de espionaje o seguimiento de personas, sino de diseñar inteligencia 
estratégica. Y a esos efectos, como hay varios servicios de inteligencia que funcionan autónomamente, se 
trataba de que la Presidencia de la República tomara injerencia en esa materia y estuviera directamente 
enterada de que estaba haciendo tal o cual servicio. De hecho, así viene sucediendo y en los principales 
temas conflictivos del país la Presidencia de la República recibe información permanentemente de 
Inteligencia. No se ha designado al Director de esa área hasta ahora, a pesar de que el cargo o puesto ha 
sido ofrecido a dos personas distintas: en primer lugar, a un militar retirado con el máximo grado, el de 
General y, en segundo término, a un civil con formación jurídica. Ninguno de ellos aceptó el cargo y, en ese 
sentido, debo suponer que eso obedece a un problema similar al de los informáticos, es decir, que un 
puesto de tanta relevancia no es demasiado atractivo en función de su remuneración. De todas formas, la 
Presidencia de la República, sin tener un coordinador nombrado -que seguirá buscando el señor 
Presidente de la República, porque se trata de una iniciativa que le corresponde, en virtud de que 
constituye un cargo de confianza- está recibiendo, permanentemente, información en esa materia. 


Por otra parte, voy a responder una pregunta del señor Senador Penadés acerca de cuántas 
personas va a contratar la Presidencia para la Unidad de Asesoramiento y Monitoreo de Políticas. Al 
respecto, debo decir que se va a contratar a tres personas; en la oportunidad en que se creó esta Unidad 
por la Ley de Presupuesto, se nos formuló la misma pregunta y hablamos de tres cargos que, en su 
momento, fueron financiados a través de contratos PNUD. Precisamente, ese es el número de funcionarios 
que integrarían dicha Unidad. 


Por otro lado, en cuanto a la comunicación social, el artículo lo único que hace es modificar la 
denominación del cargo, que se llama Director del Area de Comunicación Social, para transformarlo 
simplemente en un Asesor en Comunicación. En la medida en que este Director no tiene personal 
dependiente, perfectamente puede integrarse como asesor al servicio de SEPREDI. Reitero que este 
artículo no implica costo y representa, lisa y llanamente, un cambio de nombre. 


La pregunta que ha formulado el señor Senador Penadés, con respecto al tema del Cuerpo de 
Blandengues, el propio señor Senador ya la ha contestado y ha dado en el clavo, porque no se trata de 
suprimir la custodia presidencial de ese Regimiento, que permanecerá a cargo de la custodia del Edificio 
Independencia, de la Residencia de Suárez y Reyes y del Edificio Libertad. Simplemente, esta iniciativa 
implica que cuando el Presidente de la República se traslada al interior -por ejemplo a Anchorena- 
resulta más barato que la custodia de ese establecimiento presidencial la lleve a cabo el personal militar del 
Batallón de Colonia, al que se le pagará la permanencia a la orden a través de una compensación que 
reciben los soldados de la custodia y no el Batallón o Regimiento de Blandengues. 


El señor Senador habla de la frondosidad de la nomenclatura jurídica; puedo compartir no sólo 
eso, sino también la frondosidad de las normas jurídicas que se dictan por doquier, cada vez con mayor 
oscuridad. No sé si recordará el señor Senador que cuando concurrimos a esta Comisión en la instancia de 
discusión de la Ley de Presupuesto, se planteó en ese entonces un profundo debate sobre qué significaba 
la expresión "funcionar en la órbita de la Presidencia de la República", referida a la URSEC y a la URSEA. 
En aquel momento recuerdo haber manifestado que nos daba igual que se la reemplazara de lugar, no 
obstante lo cual siguen funcionando en la órbita de la Presidencia de la República. Como dice un 
catedrático de derecho administrativo de la Facultad que tampoco lo entiende, solo  orbitan, 
astronómicamente, los planetas, pero no las unidades reguladoras o los mecanismos institucionales. 


De manera que hoy, por un lado, el señor Senador Heber lo elogia y, por otro, el señor Senador 
Penadés nos reprocha una baja ejecución del gasto, que fundamentalmente proviene del cómputo de esas 
áreas que orbitan en la Presidencia. Precisamente, lo que ésta ejecutó es, ni más ni menos, que el 91,19% 
de lo proyectado. De modo que el resto -que, promedialmente, abate ese porcentaje- deberá preguntárselo 
a las instituciones "orbitantes", es decir, a la órbita, cuyo significado confieso que sigo sin comprender. 
Comparto con el señor Senador que a mí tampoco me gusta el o los nombres. Como estudié derecho 
administrativo en el viejo Tratado de Sayagués Laso, no me gustan nada todos estos nombres nuevos, 
pero el mote no hace a la cosa, sino que lo que interesa es la naturaleza jurídica y la vinculación 
institucional. Si de nombres hablamos, cabe imaginar lo que habrá sido en su momento la creación del 
órgano desconcentrado del Ministerio de Educación y Cultura que se le denominó "Servicio Oficial de 
Difusión Radioeléctrica -SODRE-"; sin embargo, no hay duda alguna de su carácter de tal. 


A mi juicio, estas son las preguntas que puedo contestar; hizo tantas que quizás olvidé alguna. 


SEÑOR PENADES.- Antes que nada, nos alegra que el Secretario de la Presidencia de la República 
manifieste la misma preocupación que nosotros no sólo con relación a la terminología -el tema no se 
circunscribe solamente a la terminología, sobre la que podemos coincidir tanto en lo que hace a la 
frondosidad como en lo difícil de entender- sino también con respecto a las prácticas, producto de que se 
continúa con trabajadores eventuales y zafrales, con contratos a término, etcétera. 


Lo segundo es que el Secretario de la Presidencia de la República va a cumplir treinta meses de 
permanencia al frente de esa repartición en el actual Gobierno. Nos gustaría mucho que el año que viene, 
cuando visite esta Comisión -será la cuarta vez desde que ocupa el cargo- concurra con una solución a 
todo este tema y, de esa manera, podamos variar y sumarnos a una propuesta que termine de regularizar 
esta frondosidad a la que los dos nos sumamos. Tanto es así, que el señor Senador Moreira me acaba de 
acotar que, en lo que tiene que ver con la creación de una nueva oficina que se llama UNASEV, la propia 
ley remitida por el Poder Ejecutivo dice que orbitará o estará en la órbita de la Presidencia de la República. 
Así que la terminología se mantiene a pesar de los 30 meses de gestión gubernativa. 


Antes de que el Secretario de la Presidencia ceda el uso de la palabra a alguno de los otros 
jerarcas para contestar preguntas, quisiera formularle una última con relación al traslado de las 
dependencias de la Presidencia de la República a esta nueva torre ejecutiva que estará ubicada en el 
antiguo -nunca terminado- Palacio de Justicia. Aquí se asigna una serie de recursos -tal como lo expresaba 
el Secretario de la Presidencia de la República- para asuntos de comunicación informática. Me gustaría 
saber qué previsiones se tienen, por parte de la Presidencia de la República, en cuanto a los tiempos y si 
todas las oficinas que hoy están ubicadas en el Edificio Libertad pasarán a la torre ejecutiva. Asimismo, 
quisiera saber si esto se sigue pensando en el marco de ese convenio que se firmó entre Uruguay y la 
República Bolivariana de Venezuela. Por último, desearía saber si sigue en pie la idea de convertir el 
Edificio Libertad en un hospital, como en algún momento lo anunció el Presidente de la República. 


Esta sería, entonces, la última pregunta dirigida al Secretario de la Presidencia y dejaríamos las 
demás para que sean contestadas por quien él, como cabeza del Inciso, determine. 


SEÑOR FERNANDEZ.- En primer lugar, debo decir que no es necesario aguardar al año próximo y a que 
cumpla los 30 meses para buscar la solución. La solución se la di yo, en esta misma sala, cuando 
discutimos la ley de presupuesto, cuando le dije que eliminaran la expresión "en la órbita" y sacaran de la 
Presidencia de la República este tipo de unidades reguladoras, a tal punto, que algún otro Legislador - 
compañero de su sector político- elogió la elasticidad, flexibilidad o apertura con que lo hacíamos. Lo que 
sucede es que eso no se hizo y se complicó aún más, ya que ahora están en la órbita de la Presidencia de 


la República, pero se vinculan a través del Ministerio de Industria, Energía y Minería. Es decir que las 
unidades orbitantes tienen, a la vez, un matrimonio y un concubinato. 


En segundo término, efectivamente, la torre ejecutiva va a albergar todas las oficinas de la 
Presidencia que hoy están instaladas en el Edificio Libertad. Eso no se hace a través de un convenio 
firmado con la República Bolivariana de Venezuela, sino con la Corporación Andina de Fomento, que es 
algo distinto. 


En tercer lugar, se calcula que hacia el 2009 -aquí pido que sea indulgente, porque los 
arquitectos, en sus tiempos, sí que son elásticos- podría estar culminada la refacción y adecuación del 
edificio. Una vez instalado allí, es idea del Presidente de la República que el destino final del Edificio 
Libertad pueda ser la construcción o la readecuación para un hospital de agudos. 


SEÑOR RUBIO.- Quería decir, sobre el Instituto Uruguayo de Cooperación Internacional, que está 
planificado un taller al que vamos a invitar a los distintos miembros del Parlamento y, por lo tanto, también 
al Senador Penadés, con mucho gusto. El problema es que hay una reestructuración a nivel internacional. 
Entre otras cosas -como ya saben los señores Senadores- Uruguay ha sido declarado país piloto. Es el 
único, de renta media del mundo, que es país piloto en la reestructura de la ONU o en la llamada “Una 
ONU”. Consiste en que las agencias dispersas van a tener una coordinación y, por lo tanto, se pacta con el 
país un programa global, lo que exige contrapartes. De pronto, el nombre resulta rimbombante, pero es 
sólo a los efectos de la presentación. 


Quiere decir que no se está creando una persona pública no estatal, sino que figura en el ámbito - 
no en la órbita- de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Veremos el desarrollo y, más adelante -una 
vez que este instituto adquiera mayor vuelo- en caso de ser necesario y para poder complementarlo, 
analizaremos otras disposiciones. 


En cuanto al número de cargos, podemos dar una respuesta pero, en algunos casos, vamos a 
necesitar cierto tiempo. En realidad, la Oficina Nacional del Servicio Civil, cuando hablaba de becantes, 
pasantes, zafrales y eventuales, no aludía a extinción. Lo cierto es que en el Presupuesto y en la 
Rendición de Cuentas anteriores, lo que se hizo fue regular las relaciones, mientras que ahora se recurre a 
fondos existentes. Quiere decir que no se están creando nuevos fondos salvo en el caso de los contratos a 
término de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


En este sentido, voy a ceder el uso de la palabra a la contadora Angela Medina para que exprese 
cuál es la situación respecto de la disponibilidad de funcionarios y técnicos, por ejemplo, del departamento 
de Presupuesto de la Oficina de Planeamiento Presupuesto. Más adelante, la contadora Adriana Marco 
podrá explicar lo relativo a los contratos a término. No obstante, quiero aclarar que la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto va a hacer un llamado de contratos a término para algunas funciones. Si bien 
conocemos el monto, la asignación y las remuneraciones dependen de las funciones y el número puede 
ser variable, pero estamos hablando de quince o veinte personas. Ese Fondo se origina por aquello del 
“tres por uno”, es decir, por los que van saliendo. Una parte de ese crédito cae y la otra puede ser usada 
en el futuro. Entonces, si se llega a ese monto es porque salió muchísima gente y el monto de que se 
dispone es, más o menos, el doble de lo que se está pidiendo acá. Quiere decir que, sumando ambas 
cosas, estamos muy por debajo de la migración de funcionarios que, de esta oficina, se produjeron por 
distintos conceptos. Pero, como en algunas áreas emblemáticas de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto esto es especialmente relevante, me gustaría -a los efectos que todos manejemos la misma 
información- que alguna de las personas aludidas pudieran expresarse. 


SEÑORA MEDINA.- Lamento tener que hacer uso de la palabra para decir esto. 


Para atender todos los incisos del Presupuesto Nacional, en la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto somos un total de siete funcionarios que incluyen a la Directora, la Subdirectora, tres técnicos 
y dos administrativos. Obviamente, nuestra participación no es sólo en las instancias de Presupuesto y 
Rendición de Cuentas, sino que tenemos una tarea continua de seguimiento del gasto, durante todo el año. 


SEÑORA MARCOS.- Respecto de las contrataciones a término, del artículo 29 de la Ley N* 17.930 surgen 
los funcionarios públicos que se retiran de la Administración Pública y este es, justamente, el caso de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Fue modificado por el artículo 44 de la Ley de Rendición de 


Cuentas N”. 18.046 y de allí surgirán parte de los Fondos que vamos a utilizar, además de los $ 3:300.000 
que figuran en el inciso 4* del artículo 109 actual de la Rendición de Cuentas. Como decía el señor 
Director, va a depender del tipo de técnicos que convoquemos, incluso, estamos pensando en utilizar 
estudiantes universitarios. Entonces, se puede pasar de 15 a 30 personas que, de verdad, se requieren en 
nuestra Oficina. También se necesitan en el Departamento de Empresas Públicas, en la parte municipal, en 
la Asesoría Letrada, así como en otras áreas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero dejar constancia de que tuve que ceder un pase en Comisión de una 
abogada a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto por la escasez allí existente. 


SEÑOR LONG.- Se han planteado una serie de inquietudes que ya fueron cubiertas. De todas maneras, 
creo que igualmente es importante formular algún comentario y agregar alguna otra interrogante a mi 
entender importante. 


En cuanto al tema de la designación del Coordinador de los Servicios de Inteligencia del Estado, 
con el alcance de Inteligencia Estratégica que recién el señor Secretario de la Presidencia de la República 
explicaba, creo que por lo menos amerita preguntarse si ya transcurridos dos años de aquella decisión y no 
habiendo podido llenar el cargo por las razones que él mismo expuso -más allá de que los objetivos 
generales se han cumplido- no valdría la pena dejar sin efecto el mismo, pensando en su eliminación. 
Además, como se ha señalado reiteradamente, hay otras diversas carencias y, además según se aclaró, el 
tema ha sido cubierto. Planteo esto, más que nada, como una reflexión al respecto. 


Sobre los cargos de la Oficina de Prensa, si no entiendo mal, el proceso fue el siguiente. En la 
Rendición de Cuentas anterior se solicitó la creación del Director de Área de Comunicaciones y ahora se 
plantea que se modifique a Asesor. No entendemos bien qué ha cambiado entre una y otra instancia. 
También me gustaría saber de quién sería Asesor, es decir, cuál es el relacionamiento con SEPREDI. 
¿Sería, por ejemplo, Asesor titular de la Secretaría de Prensa y Difusión? No entendemos bien el asunto ni 
tampoco adónde va todo esto. Creo que la pregunta que hizo el señor Senador Penadés es sobre si el 
objetivo final es concentrar todo en una única Oficina de Prensa que abarque las diversas áreas. Cabe 
preguntarse qué es lo que está sucediendo, por qué suceden estos cambios y cómo se articula el tema en 
torno a SEPREDI y, por ende, si este Asesor lo es de esta Secretaría o no. 


En tercer lugar, en el artículo 105 se establecen determinados montos vinculados al tema de la 
Torre Ejecutiva. Quisiéramos tener claro exactamente quién está construyendo la Torre Ejecutiva, si es la 
Presidencia de la República o qué otro organismo, porque tenemos algunas versiones encontradas al 
respecto. 


Finalmente, en el artículo 59 se establece que el personal integrante del Servicio de Seguridad 
Presidencial directamente afectado a la custodia del Presidente, tanto el que sea funcionario público como 
el contratado en el régimen establecido en tal y cual ley, recibirá una compensación equivalente al 50%, 
adicional. Nos gustaría saber en qué se fundamenta esta propuesta. 


SEÑOR FERNANDEZ.- En primer lugar, debo ser franco y decir que no comparto la reflexión que hace el 
señor Senador Long respecto de la supresión del cargo de Coordinador de Inteligencia. Desde el punto de 
vista de los argumentos de mérito o conveniencia, no le ha costado un solo peso al Estado y me parece 
que es un cargo que debe mantenerse, más allá de que le es útil a cualquier Presidente, en cualquier 
marco y más allá de las dificultades que signifique encontrar a la persona física, al candidato con atributos 
suficientes para ello. 


Reitero que el cargo debe mantenerse, pero al no haber al día de hoy una persona designada, la 
información viene a la Presidencia de la República proveniente de las reparticiones de inteligencia. Creo 
que si el señor Senador tiene la gentileza de visitarme y mirar los informes de los servicios de inteligencia, 
por ejemplo, a propósito del conflicto que hay con la República Argentina, convendría conmigo en que no 
hay que apurarse a suprimir el cargo. 


En segundo lugar, en cuanto al tema del área de comunicación, debo decir que aquí lo único que 
hubo fue un cambio de nombre. En su origen, este cargo nació con una denominación algo pomposa -para 
tomar expresiones del señor Senador Penadés- de Director del Area de Comunicación Social. Cuando uno 
habla de “Area”, da la idea de un conjunto, de un conglomerado, de un núcleo de personas y, en realidad, 


aquí se trata de una única persona física experta en comunicación. Por ello, se propone la modificación del 
nombre al de “Asesor”, que parece ser mucho más transparente. Esta persona va a asesorar al Presidente 
de la República y a SEPREDI y trabajará en coordinación con el Director de ésta última, aún cuando no sea 
un funcionario que, desde el punto de vista jurídico - funcional, dependa de la SEPREDI. De todos modos, 
no hay gasto en esta disposición, sino simplemente un cambio del “nomen juris” -como decimos los 
abogados- es decir, de la denominación del cargo. 


Lo mismo sucede con el artículo 59, que refiere a una compensación ya existente. Si se lee el 
acápite, el mismo dice: “Sustitúyese el artículo 63 de la Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005, el que 
quedará redactado de la siguiente manera”. Aquí vuelve a ocurrir que cambia la denominación y también 
es un artículo sin costo, es decir, que no aumenta el gasto. 


Con relación a la pregunta del señor Senador relativa a la torre ejecutiva, la obra será desarrollada 
por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas a través de la Dirección Nacional de Arquitectura, en el 
marco de un proceso licitatorio que ha abierto la Corporación Nacional para el Desarrollo. Quien resulte 
ganador de ese proceso será el que, en coordinación con la Dirección Nacional de Arquitectura, culminará 
y readecuará la torre ejecutiva. 


SEÑOR LONG.- En ese caso, el administrador, ejecutor y controlador del gasto, ¿es la Dirección Nacional 
de Arquitectura o la Corporación Nacional para el Desarrollo? 


Por otro lado, aprovecho esta instancia para dejar constancia en la versión taquigráfica de una 
acotación respecto del tema de las orbitaciones al que hoy nos referíamos. Quisiera decir, con respeto por 
todos los abogados que hay en esta Sala -y por el Secretario de la Presidencia, que es un connotado 
profesional- que los únicos uruguayos que han logrado desorbitar algo, son dos colegas que bajaron el 
planeta Plutón. 


SEÑOR FERNANDEZ.- Señor Senador: la anécdota que usted cuenta refrenda mi afirmación de que se 
trata de una terminología astronómica, cosmográfica y no jurídica. 


En cuanto a su pregunta, obviamente, el contralor de la obra estará a cargo del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas a través de la Dirección Nacional de Arquitectura. No puedo darle más detalles 
de esto y, en todo caso, habría que formular la pregunta el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


SEÑOR PEREZ ANTON.- Quiero volver al artículo 110 del proyecto de Rendición de Cuentas por el cual se 
crea el Instituto Uruguayo de Cooperación Internacional. Si bien el señor Senador Penadés ya ha 
planteado preguntas al respecto que fueron respondidas por el señor Director de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, creo que habría que ampliar alguna respuesta. Él ha aludido a la necesidad 
de adecuar a los interlocutores nacionales a una reforma de las representaciones de los organismos de las 
Naciones Unidas y de sus respectivas políticas de cooperación. Sin duda se trata de una novedad 
importante de la cual el país debe hacerse cargo. Sin embargo, el alcance de este artículo va mucho más 
allá del conjunto de los organismos de las Naciones Unidas. Pensemos que si bien las Naciones Unidas 
constituyen una fuente muy importante de cooperación internacional, es una en el ámbito de la cooperación 
multilateral. Pero la cooperación internacional va mucho más allá; la hay de carácter bilateral y en lo que 
tiene que ver con la multilateral, hay otras fuentes. Por otra parte, la cooperación que parece además 
evolucionar hacia el crecimiento y la diversificación, alcanza a los diversos organismos y dependencias 
públicas, pero también a la sociedad civil. El artículo, tal como está redactado, alude a toda esta variedad 
tan relevante de la cooperación internacional, puesto que el cometido del Instituto Uruguayo de 
Cooperación Internacional sería la coordinación, supervisión y seguimiento de la cooperación internacional 
sin restricciones. 


Entonces, quisiera que se nos proporcionara alguna idea un poco más detallada en dos órdenes: 
en primer lugar, acerca de la naturaleza misma del Instituto, que se dice que estará a cargo de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto en coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores. ¿En qué términos 
se hará esta coordinación? ¿Es un mero ámbito de dos dependencias, de dos organismos o es algo más? 
En segundo lugar, quisiera alguna aclaración adicional respecto al alcance de la actividad que se espera 
del Instituto. Obsérvese que se le fija un cometido, que es nada menos que la coordinación, supervisión y 
seguimiento de la cooperación internacional, determinando los planes y programas que se requieren para 
dar cumplimiento a las políticas de desarrollo del país -supongo que a las políticas públicas- en sus 


instancias centrales y también descentralizadas territorialmente o sea, de los gobiernos departamentales. 
Quizás sea insuficiente crear una instancia de esta naturaleza mediante un solo artículo donde se fijan 
cometidos y el carácter de órgano a cargo de la Oficina de Planeamiento en coordinación con el Ministerio 
de Relaciones Exteriores. Por lo tanto, sería importante dar idea de las competencias y de las facultades de 
que va a hacer uso ese organismo. 


SEÑOR RUBIO.- Quiero expresar que en parte comparto las preocupaciones del señor Senador. En 
realidad, quisimos dar un puntapié inicial, habilitar esto, porque del lado de la contraparte había un nivel de 
confusión importante acerca de quién es el referente en esta área y quién oficia de coordinador. Se habían 
creado, no en este Gobierno -esto viene de bastante tiempo- muchos cortocircuitos con relación a este 
problema. Por tanto, quizá luego requiera -será producto del seminario que queremos realizar- un marco 
normativo más desarrollado. En cierta medida, y por cuestiones bastante urgentes, como por ejemplo estos 
acuerdos que se están procesando con las Naciones Unidas, queríamos delimitar este problema, es decir, 
cuál es el interlocutor. No tenemos ningún inconveniente en que se agregue en el texto de políticas 
públicas, pues entiendo y comparto la preocupación. De todos modos, a lo que sí nos comprometemos 
como resultado de este intercambio es a realizar los ajustes, en un marco legal más detallado, sobre los 
contenidos que tendría el Instituto como órgano dentro de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Lo 
que ocurre es que nosotros no hemos encontrado un trabajo, en este período ni en anteriores, que hubiera 
profundizado suficientemente sobre esta cuestión. De cualquier manera, con respecto a cómo se ha 
manejado la idea, la doctora Santestevan puede ampliar un poco más. 


SEÑORA SANTESTEVAN.- Creo que el origen del artículo 110, precisamente, surge por la necesidad de 
coordinar de forma más articulada y orientada hacia los proyectos de definición estratégica que tiene el 
Gobierno Nacional. Por ese motivo, el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto había 
señalado en su intervención anterior que esto debe entenderse en el marco de lo que es la competencia 
general de la Oficina, que tiene como cometido estratégico asesorar al Poder Ejecutivo en la definición de 
la estrategia económica y social del Gobierno y en la formulación de los planes, programas y políticas 
nacionales y departamentales consistentes con ella. Por tanto, el artículo 110 no es una innovación, 
teniendo en cuenta que, perfectamente, se enmarca dentro de las competencias que el Decreto N* 91/97 -o 
sea que no es de esta Administración- le asignó a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


En primer lugar, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto tiene la obligación -más bien el deber- 
de formular planes y programas de desarrollo, así como planificar las políticas de descentralización que 
serán ejecutadas por el Poder Ejecutivo. El Decreto N* 91/97 habla de definir las políticas de cooperación 
internacional, bilateral y multilateral, técnica y económica que se gestionen y programen con los gobiernos 
e instituciones extranjeras, con organismos internacionales, a los efectos de determinar las prioridades y 
objetivos nacionales en esta materia. La idea es apuntar a la cooperación internacional que 
tradicionalmente ha estado dispersa y fragmentada. Reconocemos que Uruguay es un país pequeño que 
no ha sabido orientarse hacia los objetivos de desarrollo en la cooperación internacional. Entonces, 
simplemente, de eso se trata: de intentar orientar la cooperación, sin desconocer las competencias, 
posibilidades y tradición de contactos a través de las distintas instituciones públicas y privadas en este 
tema. Asimismo, también se trata de ir caminando sin crear nuevas figuras; no estamos planteando una 
nueva naturaleza jurídica, no se está creando una Agencia, ni una persona pública no estatal de la que, en 
algún momento, se había hablado a nivel de distintas instituciones. Por tanto, quizás la intención sea ir 
transitando paulatinamente hacia la constitución de una agencia de cooperación que Uruguay no tiene, 
pues ese sería un instrumento importante. Sin embargo, para lograrla se requerirá de una preparación 
técnica y de un largo camino que en adelante tendrá que transitar el país, a fin de contar con una Agencia 
como las que tienen Brasil, Chile y la mayoría de los países de la región. 


SEÑOR PENADES.- Hicimos algunas preguntas relacionadas con la Junta Nacional de Drogas -que tienen 
relación con el nivel de ejecución, los planes y los programas- por lo que si hoy no se van a poder contestar 
-porque no se posee la información para ello- agradeceríamos que el señor Secretario de la Presidencia 
nos haga llegar las respuestas por escrito antes de que esta Comisión culmine el tratamiento de la 
Rendición de Cuentas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Le preguntamos al Licenciado Vázquez si puede hacer llegar esa información 
por escrito a la Comisión para ser repartida. 


SEÑOR VAZQUEZ.- No tenemos ninguna dificultad al respecto. Es más, son varios los programas que 
tenemos en marcha, tanto de control de la oferta como de la demanda. Como creo que esto insumiría 


bastante tiempo, les haríamos llegar la información. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias, señor Licenciado Vázquez. 


Agradecemos a los representantes de la Presidencia de la República la información brindada y 
levantamos la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 21 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


